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21569 Ley 40/1999, de 5 de noviembre, sobre nom-
bre y apellidos y orden de los mismos.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La regulación existente en el Código Civil y en la
Ley del Registro Civil en materia de orden de inscripción
de apellidos ha venido a establecer hasta el momento
presente la regla general de que, determinando la filia-
ción los apellidos, el orden de estos será el paterno y
materno; se reconoce también la posibilidad de modificar
esta situación por el hijo una vez que haya alcanzado
la mayoría de edad.

Esta situación, que ya intentó ser cambiada con oca-
sión de la modificación del Código Civil operada por
la Ley 11/1981, de 13 de mayo, es la que se pretende
modificar a la luz del principio de igualdad reconocido
en nuestra Constitución y en atención a distintas deci-
siones de ámbito internacional adoptadas sobre esta
materia. Baste recordar, en este punto, que el artículo
16 de la Convención de Naciones Unidades de 18 de
diciembre de 1979 prevé que los Estados signatarios
tomen las medidas necesarias para hacer desaparecer
toda disposición sexista en el derecho del nombre; que
el Comité de Ministros del Consejo de Europa, desde
1978, establece en la Resolución 78/37 la recomen-
dación a los Estados miembros de que hicieran desa-
parecer toda discriminación entre el hombre y la mujer
en el régimen jurídico del nombre y que el Tribunal Europeo
de Derechos Humanos ha sancionado, en la sentencia de
22 de febrero de 1994 en el caso Burghartz C. Suisse,
las discriminaciones sexistas en la elección de los apellidos.

Es, por tanto, más justo y menos discriminatorio para
la mujer permitir que ya inicialmente puedan los padres
de común acuerdo decidir el orden de los apellidos de
sus hijos, en el bien entendido de que su decisión para
el primer hijo habrá de valer también para los hijos futu-
ros de igual vínculo, lo cual no impide que, ante el no
ejercicio de la opción posible, deba regir lo dispuesto
en la Ley.

Por otra parte, transcurridos más de veinte años desde
la aprobación de la Ley 17/1977, de 4 de enero, sobre
reforma del artículo 54 de la Ley del Registro Civil, que
establecía la posibilidad de sustituir el nombre propio
por su equivalente onomástico en cualquiera de las len-
guas del Estado español, nos encontramos con que cual-
quier ciudadano que alcance la mayoría de edad y tenga
inscrito su nombre en lengua castellana en el Registro
Civil, se ve privado de la posibilidad de que su nombre
propio sea traducido a otra lengua española oficial.

Por todo ello, la Ley que se aprueba facilita el uso
normal de las diferentes lenguas del Estado español y
la obtención de un estatuto jurídico que respete su rique-
za idiomática.

Asimismo, y por las mismas razones, la Ley permite
regularizar ortográficamente los apellidos cuando la for-
ma inscrita en el Registro no se adecue a la gramática
y fonética de la lengua española correspondiente.

Por lo demás, la presente Ley se completa con una
disposición transitoria que prevé el supuesto de exis-
tencia de hijos menores de edad en el momento de
la entrada en vigor de aquélla. La alteración del orden
de sus apellidos se subordina a la necesaria audiencia,
si tuvieran suficiente juicio.

Artículo primero.

El artículo 109 del Código Civil queda redactado en
los siguientes términos:

«La filiación determina los apellidos con arreglo
a lo dispuesto en la ley.

Si la filiación está determinada por ambas líneas,
el padre y la madre de común acuerdo podrán deci-
dir el orden de transmisión de su respectivo primer
apellido, antes de la inscripción registral. Si no se
ejercita esta opción, regirá lo dispuesto en la ley.

El orden de apellidos inscrito para el mayor de
los hijos regirá en las inscripciones de nacimiento
posteriores de sus hermanos del mismo vínculo.

El hijo, al alcanzar la mayor edad, podrá solicitar
que se altere el orden de los apellidos.»

Artículo segundo.

El artículo 54 de la Ley de 8 de junio de 1957, del
Registro Civil, queda redactado en los siguientes térmi-
nos:

«En la inscripción se expresará el nombre que
se da al nacido, si bien no podrá consignarse más
de un nombre compuesto, ni más de dos simples.

Quedan prohibidos los nombres que objetiva-
mente perjudiquen a la persona, así como los dimi-
nutivos o variantes familiares y coloquiales que no
hayan alcanzado sustantividad, los que hagan con-
fusa la identificación y los que induzcan en su con-
junto a error en cuanto al sexo.

No puede imponerse al nacido nombre que
ostente uno de sus hermanos, a no ser que hubiera
fallecido, así como tampoco su traducción usual
a otra lengua.

A petición del interesado o de su representante
legal, el encargado del Registro sustituirá el nombre
propio de aquél por su equivalente onomástico en
cualquiera de las lenguas españolas.»

Artículo tercero.

El artículo 55 de la Ley de 8 de junio de 1957, del
Registro Civil, queda redactado en los siguientes térmi-
nos:

«La filiación determina los apellidos.
En los supuestos de nacimiento con una sola

filiación reconocida, ésta determina los apellidos,
pudiendo el progenitor que reconozca su condición
de tal determinar, al tiempo de la inscripción, el
orden de los apellidos.

El orden de los apellidos establecido para la pri-
mera inscripción de nacimiento determina el orden
para la inscripción de los posteriores nacimientos
con idéntica filiación.

Alcanzada la mayoría de edad, se podrá solicitar
la alteración del orden de los apellidos.

El encargado del Registro impondrá un nombre
y unos apellidos de uso corriente al nacido cuya
filiación no pueda determinarlos.

El encargado del Registro, a petición del inte-
resado o de su representante legal, procederá a
regularizar ortográficamente los apellidos cuando
la forma inscrita en el Registro no se adecue a
la gramática y fonética de la lengua española
correspondiente.»

Artículo cuarto.

Se añade una disposición adicional segunda a la Ley
del Registro Civil con el siguiente texto:
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«En todas las peticiones y expedientes relativos
a la nacionalidad y al nombre y a los apellidos,
las solicitudes de los interesados no podrán enten-
derse estimadas por silencio administrativo.»

Disposición transitoria única.

Si en el momento de entrar en vigor esta Ley los
padres tuvieran hijos menores de edad de un mismo
vínculo podrán, de común acuerdo, decidir la antepo-
sición del apellido materno para todos los hermanos.
Ahora bien, si éstos tuvieran suficiente juicio, la alte-
ración del orden de los apellidos de los menores de
edad requerirá aprobación en expediente registral, en
el que éstos habrán de ser oídos conforme al ar-
tículo 9 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero.

Disposición derogatoria única.

Queda derogado el artículo segundo de la Ley
17/1977, de 4 de enero, sobre reforma del artículo 54
de la Ley del Registro Civil. Asimismo quedan derogadas
cuantas disposiciones generales se opongan a lo esta-
blecido en la presente Ley.

Disposición final única.

La presente Ley entrará en vigor a los tres meses
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». Den-
tro del plazo indicado, el Gobierno procederá a modificar
el Reglamento del Registro Civil en lo que resulte nece-
sario para adecuarlo a lo previsto en la presente Ley.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 5 de noviembre de 1999.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

21570 REAL DECRETO-LEY 18/1999, de 5 de
noviembre, por el que se conceden créditos
extraordinarios y suplementos de crédito por
importe total de 27.156.252.160 pesetas,
para atender obligaciones derivadas de gastos
de inversión del Ministerio de Fomento, y se
adoptan medidas urgentes referentes a la
rebaja de las tarifas de las autopistas de peaje.

El presente Real Decreto-ley tiene por objeto la con-
cesión de créditos extraordinarios y suplementos de cré-
dito, por un importe total de 27.156.252.160 pesetas,
para atender obligaciones derivadas de gastos de inver-
sión del Ministerio de Fomento cuya satisfacción no es
posible demorar a ejercicios futuros.

De una parte, resulta imprescindible atender al pago
de diversas obligaciones generadas en ejercicios ante-
riores, que no tuvieron crédito en el ejercicio en que
se produjo su generación, a cuyo fin han de concederse
los oportunos créditos extraordinarios por un importe
total de 9.342.252.160 pesetas.

Por otro lado, es necesario asimismo conceder un
suplemento de crédito de 17.814.000.000 de pesetas,
a fin de satisfacer el importe de las expropiaciones y

servicios del Eje Transversal de Cataluña, obra viaria
declarada de interés general por la disposición adicional
vigésima sexta de la Ley 65/1997, de 30 de diciembre,
de Presupuestos Generales del Estado para 1998.

La extraordinaria y urgente necesidad de la concesión
de estos créditos deriva, de una parte, de que la demora
en el pago de estas obligaciones generadas en ejercicios
anteriores supondría un grave perjuicio para los acree-
dores y de que la propia dinámica presupuestaria exige
que no se retrase su aplicación a presupuesto; y, de
otro lado, de la necesidad de otorgar la imprescindible
cobertura crediticia a las obligaciones generadas en
dichos ejercicios, de acuerdo con lo establecido en el
artículo 63 del texto refundido de la Ley General Pre-
supuestaria, aprobado por Real Decreto legislativo
1091/1988, de 23 de septiembre, según la redacción
dada por la Ley 11/1996, de 27 de diciembre, de Medi-
das de disciplina presupuestaria.

Por otra parte, resulta imprescindible concluir la ope-
ración a la que, tras la declaración de interés general
realizada por la disposición adicional vigésima sexta de
la Ley 65/1997, se dio cobertura en parte mediante
el Real Decreto-ley 12/1998, de 18 de septiembre, rela-
tiva al Eje Transversal de Cataluña, consignando el impor-
te relativo al coste de los terrenos y de los servicios
afectados, para consolidar esa condición que es indis-
pensable para proceder a su desdoblamiento y trans-
formación futura en autovía con las características pro-
pias de la Red de Autovías del Estado.

Asimismo, este Real Decreto-ley se extiende a la adop-
ción de ciertas medidas referentes a la forma de eje-
cución de la rebaja de las tarifas de las autopistas de
peaje prevista en el artículo 8 del Real Decreto-ley
6/1999, de 16 de abril, de Medidas Urgentes de Libe-
ralización e Incremento de la Competencia. La extraor-
dinaria y urgente necesidad de la adopción de estas
medidas deriva de la exigencia de su inmediata apli-
cación, a fin de que no se retrase la producción de los
efectos económicos a los que van dirigidas respecto de
la reducción de las tarifas abonadas por los usuarios
de las autopistas de peaje, con el subsiguiente efecto
antiinflacionista.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en
el artículo 86 de la Constitución Española, a propuesta
del Vicepresidente Segundo del Gobierno y Ministro de
Economía y Hacienda y del Ministro de Fomento, de
acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación
del Consejo de Ministros en su reunión del día 5 de
noviembre de 1999,

D I S P O N G O :

Artículo 1. Concesión de créditos extraordinarios para
atender obligaciones generadas en ejercicios ante-
riores.

Uno. Para atender obligaciones generadas en ejer-
cicios anteriores, derivadas de liquidaciones, intereses
de demora y expropiaciones, correspondientes a obras
de infraestructura del transporte ferroviario, se concede
un crédito extraordinario al vigente Presupuesto de la
Sección 17, «Ministerio de Fomento», Servicio 20 «Se-
cretaría de Estado de Infraestructuras y Transportes»,
Programa 513A «Infraestructura del transporte ferrovia-
rio», artículo 60 «Inversión nueva en infraestructuras y
bienes destinados al uso general», concepto 603 «Para
atender obligaciones generadas en los ejercicios 1997
y 1998», por importe de 1.716.096.580 pesetas.

Dos. Para atender obligaciones generadas en 1998,
derivadas de expedientes de expropiaciones, modifica-
ción de servicios e intereses de demora correspondientes
a obras de infraestructuras de carreteras, se concede


